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Exp. 821/2021-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 821/2021-2
PARTE ACTORA: 

********************

AUTORIDAD DEMANDADA:

SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO; Y, LA DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLITICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO
MAGISTRADA:

MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA  
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veintinueve de abril del dos mil veintidós.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 821/2021/2 promovido por el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, contra actos emitidos por la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; y la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el doce de noviembre de dos mil veintiuno, la C. **********en su calidad de Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; y, la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Estado, y por los actos que a continuación se precisan:

"El mandato de ejecución emitido el 14 de septiembre de 2021, por **********Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado”
II.- Por auto de fecha trece de diciembre de dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda, ordenándose correrle traslado a las autoridades demandadas para que contestaran la misma, ofrecieran, exhibieran las pruebas y expresaran los hechos con que se encontraran relacionadas.

III.- Por auto de fecha tres de marzo de dos mil veintidós, se tuvo por contestando la demanda al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de las autoridades demandadas, por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

A la parte actora se le tuvo por admitida la siguiente prueba:

1.- La documental consistente en copia fotostática simple del mandamiento de ejecución de fecha catorce de septiembre de dos mil veintiuno, expedido por **********, en su carácter de Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; 
Al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de las autoridades demandadas pertenecientes a la Secretaría de Finanzas, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

1.- Copia Certificada del oficio **********de fecha 28 de abril de 2021, signado por el Presidente del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje.

2.- El mandamiento de ejecución emitido el catorce de septiembre de dos mil veintiuno, por el Director de Recaudación y Política Fiscal del Gobierno del Estado; que detalla en el punto 1 del capítulo de pruebas de la contestación de demanda; mismo que fue exhibido por la parte actora anexo a su escrito de demanda;

3.- Instrumental de actuaciones.

4.- Presuncional legal y humana.

Por otra parte, se señalaron las doce horas del veinticinco de marzo de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo.

V.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes. Finalmente, se citó para resolver.   
VI.- Por auto de fecha veintiuno de abril de dos mil veintidós, se tuvo al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por exhibiendo comprobante de transferencia a cuentas de tercero **********, y en el que refiere, consta el pago del importe del mandato de ejecución que le notificó la autoridad demandada, motivo por el cual, se refirió se encontraba garantizado el crédito fiscal y sus accesorios dentro del término de cuarenta y cinco días establecidos en el artículo 71 del Código Fiscal del Estado.

C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre autoridades de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La C. **********, demostró su calidad de Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, con el Periódico Oficial del Estado que contiene la Declaración de Validez de la elección de los cincuenta y ocho Ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí, mismos que estarán en ejercicio en el periodo comprendido del 1° de octubre del año 2021 al 30 de septiembre de 2024”, publicado el dos de octubre de dos mil veintiuno. 

Por otra parte, demostró su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento original del mandamiento de ejecución de fecha catorce de septiembre del dos mil veintiuno, a nombre del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., expedido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con número de expediente ********** número de oficio de la dependencia impositora **********, dependencia emisora el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje; documental que obra a foja 7 del expediente en el que se actúa.          
Tocante a la autoridad demandada, compareció a dar contestación a la demanda el C. **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y en representación de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí y del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 40 del expediente en que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del mandamiento de ejecución de fecha catorce de septiembre de dos mil veintiuno, a nombre del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., con número de expediente ********** número de oficio de la dependencia impositora **********, dependencia emisora el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, expedido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
La autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción X del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ello en virtud, de que el acto impugnado no se ubica en ninguna de las hipótesis previstas en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, toda vez que no constituye una resolución definitiva que cause un perjuicio inminente y directo en la esfera jurídica y patrimonial de la demandante pues como su denominación lo indica, aunado a que con el acto impugnado no se embargaron o sustrajeron bienes que en su caso le causaran un perjuicio.
A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, la causal de sobreseimiento hecha valer por la autoridad demandada, resulta ser fundada, ello es así, en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término, resulta necesario precisar que los juicios que son del conocimiento de este Tribunal, conforme a lo establecido en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son los siguientes:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: 

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades; 

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación; 

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación; 

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales; 

V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales; 

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público; 

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado; 

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes público estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal; 

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia; 

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; 

XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo; 

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias. No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa; 

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos; 

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado; 

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí; 

XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y

XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal. Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa. El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.”.

Del artículo anteriormente transcrito, se desprende, que los juicios competencia de este Tribunal, no constituyen una potestad procesal contra todo acto de autoridad, al tratarse de un mecanismo de jurisdicción restringida donde la procedencia de la vía está condicionada a que, entre otros, los actos o resoluciones de las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, tengan el carácter de resoluciones administrativas definitivas, o actos que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en perjuicio del gobernado y aquellas enunciadas en el citado numeral.
De lo anterior, se puede advertir que la procedencia del juicio de nulidad se encuentra limitada a la existencia, ya sea de una resolución definitiva, o un acto que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelva un expediente, de tal forma que revele que se trata del producto final o de la posterior voluntad de la autoridad.
En ese orden, se tiene que el procedimiento administrativo de ejecución es el medio para hacer efectivos los créditos fiscales a favor del Estado y mediante el cual, se ejerce su facultad coactiva.

Lo referente a la exigencia del pago de los créditos fiscales, justamente es a través del citado procedimiento, el cual se encuentra regulado a partir del artículo 79 del Código Fiscal del Estado. 

En tal caso, los actos que son parte del procedimiento administrativo de ejecución si bien pueden impugnarse mediante recurso de revocación, deben ser combatidos en congruencia con lo dispuesto por el numeral 169 del Código Fiscal del Estado, precepto que a su vez, establece lo siguiente:

“ARTICULO 169.- Procede el recurso de revocación, en contra de los siguientes actos: 
I. Resoluciones definitivas en las que se determine un crédito fiscal; 
II. Resoluciones definitivas que nieguen la devolución de una cantidad que proceda conforme a la ley; 
III. Requerimientos de pago de créditos fiscales, cuando se alegue que éstos se han extinguido o que lo requerido es mayor a lo determinado por la autoridad; 
IV. Embargos o secuestros de bienes, remociones de depositario de los mismos, o cualquier otro acto dentro del procedimiento de ejecución, cuando se alegue que estos actos no se apegan a la ley; 
V. Resoluciones definitivas en las que se determine el valor de bienes embargados; 
VI. Actos dentro del procedimiento de ejecución, que afecten intereses de terceros, y 
VII. Resoluciones definitivas en las que se infiera algún agravio al particular, distinto de los mencionados en las fracciones anteriores. 
Cuando se promueva el recurso en contra exclusivamente de actos dentro del procedimiento de ejecución, no podrá controvertirse la legalidad de los actos de determinación.”
Por su parte, el diverso numeral 171 del citado Código Fiscal del Estado, señala:

“ARTICULO 171.- El recurso de revocación es optativo para el particular. En contra de los actos a que se refiere el artículo 169 podrá intentarse igualmente el juicio ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.”
Conforme a los numerales anteriormente transcritos, se tiene que no cualquiera de las actuaciones desplegadas por la autoridad fiscal que se estimen violatorias, podrán ser impugnadas mediante recurso de revocación, por ende, tampoco pueden configurar la calidad de actos o resoluciones definitivas, de ahí que no sea procedente el juicio contencioso administrativo. 

Así, sin dejar de lado todo lo anterior, de un análisis al acto que se pretende impugnar en este juicio, se observa lo siguiente: 
· Se encuentra expedido por el Director de Recaudación y Política Fiscal; 

· En la primera parte del acto citado, se establecen los datos de identificación del contribuyente/deudor y datos del crédito;

· En el mandamiento de ejecución, solo se describe que se procedería al requerimiento de pago al deudor, apercibiéndole que, de no hacerlo se procedería al embargo de bienes que garantizaran el adeudo; y, 

· Por último, se designó a diversas personas como notificadores- ejecutores adscritos a la Secretaría de Finanzas para llevar a cabo el cumplimiento de dicho mandamiento de ejecución.

Por lo tanto, si el mandamiento de ejecución que pretende ser impugnado en el juicio de nulidad, constituye solo una de las primeras etapas del mencionado procedimiento administrativo de ejecución, resulta evidente que no configura una resolución definitiva, lo que conlleva a sostener que el juicio que se intenta es improcedente; pues al tratarse de un acto administrativo dictado dentro de un procedimiento de ejecución fiscal, sólo procede el juicio de nulidad en contra de la resolución con que culmina el multicitado procedimiento, siendo aquel el momento idóneo para reclamar todas las violaciones que se estimen pertinentes. 
Sirve de apoyo para el criterio tomado, la jurisprudencia con registro digital: 178664; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: VI.3o.A. J/45, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 2005, página 1276. 

“PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. EL JUICIO DE NULIDAD FISCAL CONTRA SUS ACTOS RESULTA IMPROCEDENTE SI NO SE ENDEREZA CONTRA LA RESOLUCIÓN CON QUE CULMINA. De la ejecutoria que inspira la tesis 2a. X/2003 emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página trescientos treinta y seis del Tomo XVII, febrero de dos mil tres, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ‘RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS’. ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL.", se desprende que la definitividad para efectos del juicio contencioso administrativo, además de ponderar la atacabilidad de la resolución administrativa a través de recursos ordinarios en sede administrativa, necesariamente debe considerar la naturaleza de tal resolución, la cual debe constituir el producto final de la manifestación de la autoridad administrativa, y que no se generará agravio o conflicto alguno para el gobernado mientras la administración pública no diga su última palabra por medio de la autoridad a quien competa decidirla en el orden jurídico correspondiente. Ahora bien, el procedimiento administrativo de ejecución es la actividad que desarrolla el Estado para hacer efectivos los créditos fiscales a su favor, el cual se encuentra regulado en los artículos 145 a 196-B del Código Fiscal de la Federación, que se desenvuelve mediante una serie de actos que tienen su inicial orientación en lo que dispone el artículo 145 del apuntado ordenamiento, es decir, en el procedimiento administrativo de ejecución existe una serie coherente y concordante de actos tendentes a la obtención ejecutiva del cumplimiento de una obligación con base en una liquidación firme. Así las cosas, los actos emitidos durante el procedimiento administrativo de ejecución, como actos que no ponen fin al mismo, no constituyen resoluciones definitivas, lo que implica que el juicio fiscal sea improcedente, en tanto que al tratarse de actos dictados dentro de un procedimiento de ejecución sólo procede el juicio de nulidad en contra de la resolución con que culmina, en el entendido de que se podrán reclamar válidamente, en tal oportunidad, todas las violaciones cometidas dentro de dicho procedimiento. Considerar lo contrario equivaldría a estimar que es procedente el juicio de nulidad contra cada uno de los actos procesales de modo aislado, por no proceder en su contra recurso alguno o ser optativa su interposición, lo que desde luego obstaculizaría injustificadamente la secuencia ejecutiva. Sin embargo, cabe señalar que este criterio no es aplicable para los casos en que el contribuyente en su demanda de nulidad exprese desconocer la resolución determinante del crédito fiscal que se le pretende cobrar, porque en este supuesto se impugna el procedimiento ejecutivo iniciado fundamentalmente por referirse a un tributo cuya existencia se ignoraba.”
Por lo manifestado, se tiene que el acto que se impugna, no actualiza el supuesto de procedencia que prevé la facultad jurisdiccional de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, pues no posee la característica exigida por la ley, al no tratarse, como ya se dijo del producto final de la manifestación expresa de la autoridad administrativa, pues de los anexos presentados y de lo relatado en su escrito de demanda se observa que la autoridad fiscal únicamente se limitó a iniciar el procedimiento, por lo que es evidente la improcedencia del presente juicio.

En virtud de lo anterior, toda vez que en el caso, se impugna el mandamiento de ejecución exhibido, conforme al artículo 7º fracción I de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se  actualiza un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, al no ser un acto definitivo impugnable mediante juicio de nulidad; con fundamento en lo dispuesto en los numerales 228 fracciones X, XI y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, se decreta el sobreseimiento del presentes juicio..

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 228 fracciones X, XI, y 229 fracción II, 248, 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.-  Por las razones expuestas en el considerando Cuarto de la presente resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO  del presente juicio.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a las parte actora y por medio electrónico a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 

